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E
l Juzgado 52º Civil y Comer-
cial, Concursos y Sociedad 
Nº 8 de Córdoba rechazó el 

planteo de caducidad de las me-
didas preparatorias promovido 
por Cysco SRL, al concluir que la 
ampliación de las diligencias pre-
liminares solicitada y cumplida 
antes del vencimiento del plazo 
legal impidió que operara la pre-
clusión prevista en el art. 485 inc. 
5 del CPCC, por lo que mantuvo 
vigente el trámite preparatorio, 
impuso las costas a la sociedad 
incidentista y reguló honorarios 
a los profesionales intervinien-
tes. La resolución fue dictada por 
el juez Sergio Ruiz.  

El magistrado comenzó por 
analizar el planteo formulado por 
la empresa referida, que preten-
día que se declarara operada de 
pleno derecho la caducidad de 
las medidas preparatorias, se ar-
chivaran las actuaciones y se tu-
viera por extinguido el trámite al 
considerar vencido el plazo de 
treinta días previsto por el art. 
485 inc. 5 del CPCC.  

Frente a ello, recordó que las 
diligencias preliminares consti-
tuyen actos procesales destina-
dos a obtener los datos impres-
cindibles para promover una de-
manda o estructurar adecuada-
mente la defensa, encontrándose 

sometidas a un régimen específi-
co de caducidad.  

No obstante, el juez Ruiz destacó 
que la cuestión central no residía 
en la naturaleza perentoria del pla-
zo sino en determinar desde qué 
momento debía comenzar su 
cómputo y si la actividad procesal 
desarrollada impedía considerar 
agotada la etapa preparatoria. 

Para ello reconstruyó cronoló-
gicamente las actuaciones y ad-
virtió que Ingeniería Constructora 
SRL había promovido inicialmen-
te una medida de exhibición de 
documentación societaria, conta-
ble y contractual, cuya ejecución 
dio lugar posteriormente a nuevas 
incidencias derivadas de los resul-
tados obtenidos durante las cons-
tataciones practicadas por el Ofi-
cial de Justicia.  

El magistrado señaló que la pri-
mera diligencia se practicó el 29 de 
octubre de 2025, pero observó que 
antes de que transcurrieran los 
treinta días hábiles la actora solici-
tó la ampliación de las medidas 
preparatorias, invocando hechos 
nuevos y documentación reciente-
mente obtenida que justificaban 
profundizar la investigación preli-
minar. Esa petición fue admitida 
por el tribunal y dio lugar a una 
nueva constatación realizada el 2 
de diciembre de 2025.  

Consideración 
Sobre esa base el juez concluyó 
que la ampliación oportunamente 
requerida y ejecutada impedía 
considerar agotado el objeto de la 
etapa preparatoria, pues las dili-
gencias aún no se encontraban ín-
tegramente cumplidas.  

En consecuencia, el plazo pre-
visto por el art. 485 inc. 5 del CPCC 
no podía computarse desde la pri-
mera constatación sino desde la fi-
nalización de la última medida or-
denada, ya que la admisión de una 
ampliación fundada en hechos 
nuevos y documentación reciente 
desplaza el inicio del cómputo ha-
cia la conclusión de esa diligencia 
complementaria.  

Asimismo, el magistrado enten-
dió que la ampliación de la medi-
da preliminar podía tramitarse 
dentro del mismo expediente, 
siempre que estuviera orientada a 
completar la información necesa-
ria para la futura demanda. En ese 
contexto, sostuvo que no existió 
inactividad procesal susceptible 
de producir la caducidad, sino 
una actuación constante de la 
parte actora encaminada a preci-
sar la legitimación pasiva y el ob-
jeto de la acción frente a la pre-
sunta inexistencia de funciona-
miento de la sociedad requerida 
en los domicilios denunciados.  

El fallo resaltó además que las 
nuevas diligencias fueron solicita-
das el 26 de noviembre de 2025 y 
ejecutadas el 2 de diciembre de 
2025, ambas antes del vencimiento 
del plazo contado desde la primera 
actuación, razón por la cual el pe-
dido de caducidad formulado por 
Cysco SRL el 17 de diciembre de 
2025 resultaba improcedente. Para 
el juzgador, la preclusión invocada 
por la incidentista no operaba por-
que la ampliación de las diligen-
cias preliminares había sido consi-
derada necesaria para asegurar la 
eficacia del futuro proceso princi-
pal, especialmente ante la existen-
cia de indicios de complejidad o 
posible fraude societario.  

Finalmente, la decisión afirmó 
que al autorizar la ampliación ya ha-
bía considerado imprescindible la 
información adicional para posibili-
tar la posterior promoción de la de-
manda, de modo que no podía te-
nerse por consumada la caducidad 
mientras el trámite preparatorio 
continuaba válidamente abierto.  

En consecuencia, rechazó el 
planteo de caducidad, impuso las 
costas a Cysco SRL por su condi-
ción de vencida y reguló los hono-
rarios profesionales en el equiva-
lente a 15 jus para cada letrado, con 
más IVA si correspondiera, dispo-
niendo además la aplicación de los 
intereses previstos por la ley 11042. 

La decisión se apoyó en que las nuevas diligencias fueron requeridas y cumplidas  
antes del vencimiento del plazo legal, por lo que no existió inactividad procesal  
y la información adicional resultaba necesaria para promover la futura demanda

No hubo caducidad de medidas preparatorias porque 
la ampliación  pedida mantuvo vigente el trámite
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D
esde hace un tiempo en el Poder 
Judicial se viene hablando de 
justicia terapéutica. Una idea que 

seduce y que entiende que el proceso ju-
dicial no debería convertirse en una nue-
va fuente de sufrimiento para el que ya 
llega con un conflicto.  

El juez deja de ser un espectador dis-
tante para asumir un rol activo que 
consiste en escuchar, comprender, ges-
tionar el caso y procurar que la propia 
experiencia judicial no termine agra-
vando la situación de quienes buscan 
justicia. Congresos, jornadas, libros, 
protocolos y capacitaciones.  

Así, la justicia terapéutica está cada 
vez más presente en el discurso judi-
cial. Ahora, en los papeles, la medici-
na judicial parece haber evoluciona-
do. Hasta que uno conoce juzgados 
como los del Dr. Cureta. 

Hubo una programa cómico argen-
tino llamado “La clínica del Dr. Cure-
ta”. La historia era sencilla. Los pa-
cientes entraban buscando una cura y 
salían peor de lo que habían llegado. 
Los médicos confundían diagnósticos, 
indicaban tratamientos disparatados y 
daban de alta enfermos que todavía 
no habían examinado.  

Era una sátira. La gracia consistía 
en que nadie confiaría su salud a un 
hospital donde primero se firma el al-
ta médica y sólo después se decide si 
el paciente necesitaba tratamiento. O 
eso creíamos. 

Es que hace unos días un consumi-
dor acudió a la Justicia con un pedido 
muy elemental. Una administradora 
de planes de ahorro le atribuía una 
deuda. No pidió que se declarara in-
existente, ni indemnización, ni que se 
interpretara el contrato. Pidió algo 
mucho más básico. Que se explicara 
de dónde salía esa deuda. 

Pero antes de denegar su atención, el 
“Doctor” (el juez de Primera Instancia) 
intentó derivar al paciente. Sostuvo que 
quien debía atenderlo era otro profesio-
nal, precisamente el que ya había inter-
venido en un caso similar.  

El director del hospital  -la cámara - 
le recordó al “doctor” que el paciente 
estaba en el consultorio correcto y que 
era él quien debía hacerse cargo del 
tratamiento. Sólo entonces el “doctor” 
aceptó recibirlo.  

No para escucharlo, ni para exami-
narlo, ni para pedirle estudios. Lo reci-
bió para decirle que, después de todo, 
tampoco allí sería atendido. 

La respuesta fue digna del Dr. Cureta. 
Antes de preguntarle una sola cosa a la 
empresa. Antes de escuchar su versión. 
Antes de abrir el debate y de producir 
una sola prueba, ordenó el archivo del 
caso. Como ese médico que recibe al 
paciente en la guardia, lo mira desde la 
puerta del consultorio y concluye que 
vino al hospital equivocado sin siquiera 
tomarle la temperatura.  

Hasta aquí podría decirse que esta-
mos simplemente frente a un juez con 
una interpretación distinta. Pero la his-
toria recién empieza. El propio magis-

trado reconoce que numerosos tribuna-
les vienen admitiendo este tipo de ac-
ciones. Reconoce que existe una doctri-
na judicial consolidada en ese sentido. 

Sin embargo, la resolución revela 
un problema previo. Antes de discutir 
si esos precedentes son acertados o 
equivocados, confunde el objeto mis-
mo del proceso. El consumidor pro-
movió una acción de hábeas data para 
acceder a información que la empresa 
tenía sobre él. El juzgado termina re-
prochándole no haber promovido una 
acción declarativa de certeza.  

Son procesos distintos, con finalida-
des distintas y presupuestos completa-
mente diferentes. Es como si un médico 
diagnosticara una neumonía cuando el 
paciente había llegado con una fractura. 
Antes de discutir el tratamiento, con-
vendría asegurarse de haber identifica-
do correctamente la enfermedad. 

Lo esperable sería entonces una dis-
cusión jurídica, que explicara por qué 
todos esos jueces interpretaron equivo-
cadamente la Constitución, la ley y la 
jurisprudencia. Nada de eso ocurre. La 
respuesta consiste en un adjetivo.  

Esos jueces  -dice su resolución - ter-
minaron “bastardeando” el instituto del 
hábeas data. Y con esa sola afirmación 
el proceso termina antes de empezar. 
La empresa nunca se enteró del recla-
mo judicial. Nunca tuvo que explicar de 
dónde surgía la deuda que ella misma 
afirmaba existir. 

Hay otro dato clínico clave. Para sos-
tener semejante diagnóstico, el doctor 
no recurre a la ley que reglamenta el 
hábeas data. Tampoco a la jurispruden-
cia consolidada de este mismo fuero.  

Prefiere apoyarse únicamente en un 
precedente de 1995. Cinco años antes de 
que existiera la ley 25326, precisamente 
la norma que reglamentó la garantía 
constitucional cuya procedencia estaba 
discutiendo. Sería como encontrar un 
médico que rechaza un tratamiento uti-
lizando un manual escrito antes de que 
la enfermedad hubiera sido siquiera 
identificada. 

Mientras tanto, seguimos hablando 
de justicia terapéutica. Una expresión 
atractiva que sugiere un juez que escu-
cha antes de decidir, un proceso que in-
tenta aliviar y no agravar, y un sistema 
que comprende que el expediente tam-
bién puede producir daño.  

Pero toda terapia comienza con un 
diagnóstico. Y ningún diagnóstico serio 
se formula antes de examinar al pacien-
te. La medicina abandonó hace siglos 
esa forma de ejercer la profesión. Algu-
nos magistrados, evidentemente, toda-
vía no. Creen que su función consiste en 
explicar por qué alguien golpeó mal la 
puerta de ingreso, en vez de escuchar 
primero, debatir luego, y decidir al final. 
Desconocen ese orden. 

La vieja película hacía reír porque 
todos sabíamos que hospitales así no 
existían. El problema aparece cuando 
algunos magistrados parecen haberla 
tomado como manual de funciona-
miento. Entonces el ciudadano en vez 
de salir peor de una clínica, sale peor 
de un juzgado.  

Y descubre, demasiado tarde, que 
nunca estuvo frente a un juez compro-
metido con la justicia terapéutica. Ha-
bía entrado, simplemente, al Juzgado 
del Dr. Cureta.
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u Federico J. Macciocchi 
Abogado en causas ambientales de relevancia social. 
Docente de Derecho de los Recursos Naturales y 
Ambiental y de Derecho Público Provincial y  
Municipal (Facultad de Derecho - UNC).  
Presidente Fundación Club de Derecho 

DERECHO DE CONSUMO

operador02
Resaltado


